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INICIATIVA LEGISLATIVA

DECRETO LEY

11-20/DL-000004, Decreto Ley 4/2020, de 20 de marzo, de medidas urgentes, en el ámbito educativo, 
de apoyo a las escuelas-hogar y a los centros de primer ciclo de Educación Infantil, adheridos al pro-
grama de ayuda a las familias como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el coronavirus 
(COVID-19)

Convalidación
Sesión de la Diputación Permanente de 2 de abril de 2020
Orden de publicación de 2 de abril de 2020

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Diputación Permanente, en sesión celebrada el 2 de abril de 2020, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 110.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y el punto quinto de la Resolución de la 
Presidencia del Parlamento de Andalucía, de 5 de junio de 2008, sobre control por el Parlamento de los 
decretos leyes dictados por el Consejo de Gobierno, ha acordado convalidar el Decreto Ley 4/2020, de 20 
de marzo, de medidas urgentes, en el ámbito educativo, de apoyo a las escuelas-hogar y a los centros de 
primer ciclo de Educación Infantil, adheridos al programa de ayuda a las familias como consecuencia de la 
crisis sanitaria provocada por el coronavirus (COVID-19) (núm. de expediente 11-20/DL-000004), publicado 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número extraordinario 9, de 21 de marzo de 2020.

Sevilla, 2 de abril de 2020. 
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía, 

Vicente Perea Florencio.

Decreto ley 4/2020, De 20 De marzo, De meDiDas urgentes, en el ámbito eDucativo, De apoyo a las 
escuelas-hogar y a los centros De primer ciclo De eDucación infantil, aDheriDos al programa De 

ayuDa a las familias como consecuencia De la crisis sanitaria provocaDa por el coronavirus (coviD-19)

I

Como ya se ha puesto de manifiesto, la pandemia de COVID-19 está suponiendo una emergencia sanitaria 
a nivel global. Tal y como declaró la Organización Mundial de la Salud el pasado 11 de marzo, el brote de 
COVID-19 se ha convertido en la última semana en una pandemia. Inicialmente localizado en la región china 
de Hubei, en las últimas semanas el brote de COVID-19 se ha propagado rápidamente por todo el mundo.
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La crisis sanitaria se traslada también a la economía y a la sociedad a una gran velocidad, afectando 
tanto a la actividad productiva como a la demanda y al bienestar de los ciudadanos, debido a la evolución 
temporal y geográfica del brote.

Las medidas de contención adoptadas tienen un impacto directo sobre la demanda y la actividad eco-
nómica doméstica. La suspensión de la actividad educativa presencial tiene un impacto directo en el sector 
educativo.

La contención de la progresión de la enfermedad supone limitaciones temporales a la libre circulación, 
junto con la reducción de la oferta laboral, debido a las medidas de cuarentena y contención adoptadas tanto 
por el Gobierno de España y de forma coordinada y leal por el Gobierno Andaluz, en el objetivo conjunto de 
proteger en materia de salud pública.

Esta situación provoca una perturbación conjunta de la demanda y oferta para la economía, que afectará 
a las empresas, generando tensiones de liquidez que podrían derivar en problemas de solvencia y pérdida 
de empleos si no se adoptan medidas urgentes de estabilización. Por ello se requiere, de forma prioritaria, 
adoptar medidas a fin de minimizar el impacto negativo social y económico en la economía andaluza.

En el ámbito andaluz, la suspensión decretada de la actividad educativa presencial en todos los centros 
docentes, en cualquiera de las etapas, ciclos, grados, cursos y niveles de enseñanza contemplados en el 
artículo 3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, así como cualesquiera otras actividades 
educativas o de formación impartidas por otros centros públicos o privados, durante el estado de alarma, 
y consecuentemente del cierre de estos, dada la repercusión económica para los prestadores de dichos 
servicios y de sus empleados, y en el ánimo de proteger a todos los sectores que colaboran con la Adminis-
tración educativa en la prestación de servicios en el ámbito de su competencia y con el objetivo de contribuir 
a evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria, se hace necesaria la actuación 
de la Administración de la Junta de Andalucía de una forma inmediata, adoptando una serie de medidas 
que permitan adaptar determinadas actuaciones en materia de subvenciones para adecuarlas a la situación 
excepcional creada por el brote del coronavirus COVID-19.

II

En este contexto se estima oportuno, con objeto de garantizar el sostenimiento de las escuelas-hogar y 
el mantenimiento del tejido productivo necesario para la atención al alumnado que se escolariza en estos 
centros durante el periodo de aplicación de las medidas adoptadas para la contención del COVID-19, asegurar 
que los mismos puedan seguir percibiendo las ayudas aprobadas por la Consejería de Educación y Deporte 
para el curso 2019/20, sin que la suspensión de la actividad que se ha decretado pueda ser considerada 
como causa legal de incumplimiento de la finalidad o del objetivo de dichas subvenciones.

Asimismo, se considera necesario contribuir a mantener la red de centros acogidos al programa de ayuda 
a las familias para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la Educación Infantil en Andalucía, 
durante el periodo de aplicación de las medidas adoptadas para la contención del COVID-19, disponiendo el 
otorgamiento, en régimen de concurrencia no competitiva, de una subvención, conforme a lo establecido en 
el artículo 22.2 b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en el artículo 120.1, 
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párrafo segundo, del texto refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, 
aprobada por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.

III

Una de las obligaciones principales de los poderes públicos consiste en garantizar la prestación del 
servicio público y dar una respuesta inmediata en aquellos eventuales casos que puedan producirse en el 
ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, que pudieran poner en riesgo las prestaciones de 
servicios a los que está obligada.

En este nuevo escenario global se hace necesario llevar a cabo una serie de actuaciones que no pueden 
demorarse, a fin de garantizar la prestación adecuada de los servicios públicos en sectores esenciales que 
pudieran verse afectados por los efectos indeseables de la pandemia, como consecuencia de la suspensión 
de los servicios.

El presente Decreto Ley prevé una serie de medidas de carácter temporal y urgente, dirigidas a asegurar 
el sostenimiento de las escuelas-hogar y el mantenimiento del tejido productivo necesario para la atención al 
alumnado que se escolariza en estos centros y del servicio para la atención al alumnado de primer ciclo de 
Educación Infantil que prestan las escuelas infantiles y centros de Educación Infantil acogidos al programa 
de ayuda a las familias para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la Educación Infantil en 
Andalucía, aprobado por el Decreto Ley 1/2017, de 28 de marzo, de medidas urgentes para favorecer la 
escolarización en el primer ciclo de Educación Infantil.

IV

El Estatuto de Autonomía para Andalucía permite que el Consejo de Gobierno pueda dictar medidas 
legislativas provisionales en casos de extraordinaria y urgente necesidad. Este instrumento jurídico resulta 
el más adecuado, por encajar plenamente con la situación objetiva que el precepto plantea ante el escenario 
que se presenta en la actualidad y que dimensiona el hecho de haber declarado el estado de alarma por 
parte del Gobierno de la nación.

En base a la previsión contenida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, el Decreto 
Ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin que justifica la legislación de 
urgencia sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (Sentencias 6/1983, de 4 
de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4; 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 de julio, F. 3), 
subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o 
por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este Decreto Ley se inscribe en el juicio político o de 
oportunidad que corresponde a este Gobierno (SSTC 93/2015, de 14 de mayo, F.J. 6), y esta decisión, 
sin duda, supone una ordenación de prioridades de actuación que la situación de emergencia acreditada 
demanda (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en 



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 303 XI LEGISLATURA 8 de abril de 2020

Pág. 5

B
O

PA
_1

1_
30

3

el cumplimiento de la seguridad jurídica y la salud pública, medidas que reclaman una acción legislativa que 
se materialice «en un plazo más breve que el requerido para la tramitación de las leyes» (STC 111/1983, 
de 2 de diciembre, F.J. 6).

Por lo que respecta a la concurrencia de la extraordinaria y urgente necesidad, debe tenerse en cuenta 
la doctrina del Tribunal Constitucional, resumida en el Fundamento Jurídico IV de la Sentencia 61/2018, 
de 7 de junio de 2018. Conforme a la misma, se requiere, por un lado, «la presentación explícita y razo-
nada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el Gobierno en su aprobación», es decir, lo que 
ha venido en denominarse la situación de urgencia, y, por otro, «la existencia de una necesaria conexión 
entre la situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella». Como señala 
el Tribunal Constitucional, generalmente «se ha venido admitiendo el uso del decreto ley en situaciones 
que se han calificado como "coyunturas económicas problemáticas", para cuyo tratamiento representa un 
instrumento constitucionalmente lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que 
justifica la legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a situaciones concretas de los objetivos 
gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción normativa inmediata en un 
plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, de 17 de marzo, F.J. 4; 137/2011, de 14 de septiembre, F.J. 6, 
y 100/2012, de 8 de mayo, F.J. 8).

El decreto ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal como reiterada-
mente ha exigido el Tribunal Constitucional (Sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 
de enero, F. 4; 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 de julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, 
F. 7) y concurre en el presente caso, el fin que justifica la legislación de urgencia sea subvenir a una 
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere 
una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el proce-
dimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de 
dicho procedimiento no depende del Gobierno. Como se expone pormenorizadamente en los apartados 
precedentes, ninguna de las medidas recogidas en la norma podía haberse previsto teniendo en cuenta 
la situación a la que pretenden dar respuesta. Si bien los poderes públicos no pueden permanecer aje-
nos a su existencia, el único modo posible de hacer frente a esta situación de emergencia internacional 
requiere de una inmediatez en la reacción de este Gobierno que solo puede lograrse a través de este 
instrumento normativo.

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión directa entre la urgencia 
definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella: las medidas que con este Decreto Ley se 
adoptan no podrían esperar a una tramitación parlamentaria, puesto que los efectos sobre la ciudadanía 
serían demasiado gravosos y perdería su esperada eficacia en el fin último de las mismas en la lucha contra 
la evolución del virus COVID-19.

Por último, este Decreto Ley cumple con los límites fijados por las competencias autonómicas para acometer 
una regulación legal en esta materia. Cuando concurre, como en este caso, una situación de extraordinaria 
y urgente necesidad, todos los poderes públicos que tengan asignadas facultades de legislación provisional 
y competencias sustantivas en el ámbito material en que incide tal situación de necesidad pueden reaccio-
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nar normativamente para atender dicha situación, siempre, claro está, que lo hagan dentro de su espectro 
competencial (SSTC 93/2015, de 14 de mayo, F.J. 11).

Por todo ello, se considera que concurren los presupuestos necesarios de extraordinaria y urgente nece-
sidad requeridos en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que habilitan para la adopción 
de estas medidas mediante Decreto Ley.

Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son las que conducen a que el presente instru-
mento normativo se erija en el instrumento de que dispone este Gobierno para dar respuesta, en tiempo, a una 
situación que requiere de una actuación inmediata, dando con ello cumplimiento a los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A estos efectos, se 
pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia en el interés general en el que 
se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el decreto ley no solo el instrumento más adecuado 
sino el único que puede garantizar su consecución. La norma es acorde con el principio de proporcionalidad, 
dado que contiene estrictamente la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente 
mencionados. Se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico, tanto nacional como comunitario. En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de 
los trámites de consulta pública, audiencia e información pública, que no son aplicables a la tramitación y 
aprobación de decretos leyes, sin perjuicio de la debida publicidad que se dará al mismo no solo a través 
de los boletines oficiales sino también mediante su publicación en el Portal de Transparencia de la Junta de 
Andalucía, dando así con ello cumplimiento a la obligación dispuesta en el artículo 13.2 de la Ley 1/2014, 
de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. Por último, en relación con el principio de eficiencia, 
y teniendo en cuenta la propia naturaleza de las medidas adoptadas, este Decreto Ley no impone carga 
administrativa alguna adicional a las existentes con anterioridad.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía, a propuesta del consejero de Educación y Deporte, de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de 
la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación 
del Consejo de Gobierno, en su reunión celebrada el 20 de marzo de 2020,

DISPONGO

Artículo 1. Subvenciones a las escuelas-hogar.

1. En el caso de las subvenciones concedidas por la Consejería de Educación y Deporte a las escuelas-
hogar, para la acogida, en régimen de familia sustitutoria, del alumnado cuyas circunstancias familiares 
o sociales así lo aconsejen para facilitar su escolarización durante el curso 2019/20, la suspensión de la 
actividad como consecuencia del cierre de las mismas, durante el periodo de aplicación de las medidas 
adoptadas para la contención del COVID-19, no supondrá causa legal de incumplimiento de la finalidad o 
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del objetivo para la que fueron concedidas y, en consecuencia, no dará lugar a modificación alguna de las 
correspondientes resoluciones de concesión de dichas subvenciones.

2. Esta actuación estará condicionada a la permanencia de la plantilla de trabajadores, debiendo la enti-
dad beneficiaria de la subvención justificar los costes incurridos para la consecución del fin de la misma, 
que es garantizar el sostenimiento de las escuelas-hogar y el mantenimiento del tejido productivo necesario 
para la atención al alumnado acogido en estos centros. La justificación de la permanencia de la plantilla de 
trabajadores en las mismas condiciones laborales y durante el tiempo que se mantenga la no prestación del 
servicio, así como al abono de los salarios y seguros sociales, deberá quedar recogido en la cuenta justifi-
cativa de la subvención y debidamente acreditado ante el órgano concedente de la misma.

Artículo 2. Subvención a las escuelas infantiles y a los centros de Educación Infantil adheridos al programa de 
ayuda a las familias para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la Educación Infantil en Andalucía.

1. La Agencia Pública Andaluza de Educación podrá conceder, previa solicitud de la persona interesada, 
conforme a lo establecido en el artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, y en el artículo 120.1, párrafo segundo, del texto refundido de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía, aprobada por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, en régimen de 
concurrencia no competitiva, subvenciones a las escuelas infantiles y centros de Educación Infantil adheridos 
al programa de ayuda a las familias para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la Educación 
Infantil en Andalucía (en adelante, programa de ayuda), con objeto de mantener la red de centros que prestan 
el servicio para la atención del alumnado, durante el periodo de aplicación de las medidas adoptadas para 
la contención del COVID-19.

2. Las subvenciones se regirán por las siguientes reglas:
a) La cantidad total que se destinará al conjunto de las subvenciones será coincidente con la cantidad 

dejada de abonar en concepto de ayuda a las familias por la Administración educativa en el programa de 
ayuda, como consecuencia del cierre de los centros durante el periodo de aplicación de las medidas adop-
tadas para la contención del COVID-19, calculada según lo abonado a los centros en la última liquidación 
realizada antes de dicho periodo.

b) La concesión de la subvención estará condicionada a que se mantenga por la entidad beneficiaria la 
plantilla de trabajadores del centro en las mismas condiciones laborales y durante el tiempo que se man-
tenga la no prestación del servicio, así como el abono de los salarios y seguros sociales, y dichos costes 
deberán quedar desglosados en la solicitud de la subvención y ser debidamente acreditados ante el órgano 
concedente de la misma.

c) La subvención que corresponderá a cada centro será el resultado de multiplicar el número de alumnos 
matriculados en el mismo por un módulo o cantidad económica por alumno, que se obtendrá dividiendo la 
cantidad a que se refiere el apartado a) entre el número total de alumnos matriculados en los centros adheri-
dos al programa de ayuda en la fecha de inicio de las medidas adoptadas para la contención del COVID-19.

d) Se faculta a la Agencia Pública Andaluza de Educación para adoptar las resoluciones que resulten 
necesarias para la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.
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Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.

Se habilita a la persona titular de la Consejería de Educación y Deporte para dictar cuantas disposiciones 
sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este Decreto Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Decreto Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.

Sevilla, 20 de marzo de 2020. 
El presidente de la Junta de Andalucía, 

Juan Manuel Moreno Bonilla. 
El consejero de Educación y Deporte, 

Francisco Javier Imbroda Ortiz.
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INICIATIVA LEGISLATIVA

DECRETO LEY

11-20/DL-000005, Decreto Ley 5/2020, de 22 de marzo, por el que se modifica el Decreto Ley 3/2020, 
de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de 
actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los efectos de la 
evolución del coronavirus (COVID-19)

Convalidación
Sesión de la Diputación Permanente de 2 de abril de 2020
Orden de publicación de 2 de abril de 2020

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Diputación Permanente, en sesión celebrada el 2 de abril de 2020, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 110.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y el punto quinto de la Resolución de la Presi-
dencia del Parlamento de Andalucía de 5 de junio de 2008, sobre control por el Parlamento de los decretos 
leyes dictados por el Consejo de Gobierno, ha acordado convalidar el Decreto Ley 5/2020, de 22 de marzo, 
por el que se modifica el Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario 
al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para 
luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19) (núm. de expediente 11-20/DL-000005), 
publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número extraordinario 10, de 22 de marzo de 2020.

Sevilla, 2 de abril de 2020. 
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía, 

Vicente Perea Florencio.

Decreto ley 5/2020, De 22 De marzo, por el que se moDifica el Decreto ley 3/2020, De 16 De marzo, 
De meDiDas De apoyo financiero y tributario al sector económico, De agilización 

De actuaciones aDministrativas y De meDiDas De emergencia social, para luchar contra 
los efectos De la evolución Del coronavirus (coviD-19)

I

El 30 de enero de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró el brote del coronavirus COVID-19 
como una emergencia de salud pública de importancia internacional (ESPII), ya que su propagación inter-
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nacional supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una respuesta internacional coordi-
nada. En su declaración, el Comité de Emergencias instó a los países a estar preparados para contener la 
enfermedad, pues todavía es posible interrumpir la propagación del virus siempre que se adopten medidas 
firmes para detectar la enfermedad de manera precoz, aislar y tratar los casos, hacer seguimiento de los 
contactos y promover medidas de distanciamiento social acordes con el riesgo.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, con fecha de 13 de marzo, tras reunión del Comité Eje-
cutivo para el Control, Evaluación y Seguimiento de Situaciones Especiales de Andalucía, se aprueban 
mediante Orden de la Consejería de Salud y Familias una serie de medidas preventivas de salud pública 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía como consecuencia de la situación y evolución del coronavirus 
(COVID-19).

Con posterioridad, se aprueba por el Gobierno de la nación el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19. Asimismo ratifica, en virtud de su disposición final primera, todas las disposiciones y medidas 
adoptadas previamente por las autoridades competentes de las comunidades autónomas y de las entidades 
locales con ocasión del coronavirus COVID-19, que continuarán vigentes y producirán los efectos previstos 
en ellas, siempre que resulten compatibles con ese Real Decreto.

Teniendo en cuenta el impacto que esta situación de emergencia produce en la economía, unido al 
alcance de las medidas decretadas a nivel nacional, ha resultado necesario adoptar con carácter urgente 
otras medidas que permitieran paliar dicho impacto, aprobándose por el Gobierno de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía el Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario 
al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, 
para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), donde se determina la trami-
tación de emergencia para cualquier tipo de contratación que precisen los órganos de contratación de 
la Administración de la Junta de Andalucía, de sus entidades instrumentales y consorcios adscritos para 
hacer frente al COVID-19.

Posteriormente, el Gobierno de la nación ha aprobado el Real Decreto Ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, modifi-
cando en su disposición final sexta el artículo 16 sobre contratación del Real Decreto Ley 7/2020, de 12 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, 
clarificando el régimen de prestación de garantías en caso de requerirse abonos a cuenta en la contrata-
ción de emergencia.

En este contexto, en la Comunidad Autónoma de Andalucía, la evolución de la situación de emer-
gencia sanitaria exige nuevas medidas para que, además de garantizar la inmediata contratación de 
cuantas actuaciones pudieran ser adecuadas para confrontar a dicha situación, sea posible el libramiento 
de los fondos necesarios con carácter de a justificar y sin restricciones, con una mayor flexibilidad en 
la tramitación de los abonos a cuenta y pagos derivados de la contratación de emergencia para la 
adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de los órganos de contratación de 
la Administración de la Junta de Andalucía, sus entidades instrumentales y consorcios adscritos para 
hacer frente al COVID-19.
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II

La regulación del Decreto Ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía se contempla en el 
artículo 110 del Estatuto de Autonomía, que establece que «en caso de extraordinaria y urgente necesidad, 
el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas legislativas provisionales en forma de decretos leyes, que no 
podrán afectar a los derechos establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las instituciones de la 
Junta de Andalucía. No podrán aprobarse por decreto ley los presupuestos de Andalucía».

La situación provocada por la declaración de emergencia de salud pública, de importancia internacional, 
genera la concurrencia de motivos de salud pública que determinan la necesidad de adoptar las medidas 
precisas para prevenir y paliar el impacto de la situación generada por la epidemia del COVID-19 en los diver-
sos ámbitos en los que se plantean. En este escenario, y en el ámbito de las competencias de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, se ha aprobado el citado Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo, que entre las medi-
das que contempla recoge en su capítulo III las referentes a la agilización de los procesos de contratación.

Según el artículo 47.2.3.ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Comunidad Autónoma ostenta la 
competencia compartida con el Estado sobre los contratos y concesiones administrativas. En desarrollo de 
esa competencia se dictó la Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales en 
materia de Hacienda Pública, contratación administrativa, patrimonio, función pública y asistencia jurídica a 
entidades de derecho público, y el Decreto 39/2011, de 22 de febrero, por el que se establece la organiza-
ción administrativa para la gestión de la contratación de la Administración de la Junta de Andalucía y sus 
entidades instrumentales y consorcios, y se regula el régimen de bienes y servicios homologados.

Dado que la situación provocada por el coronavirus COVID-19 obliga a actuar a la Administración de 
la Junta de Andalucía de una forma inmediata, se considera imprescindible modificar mediante el presente 
Decreto Ley las medidas previstas en el capítulo III del Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este decreto ley se inscribe en el juicio político o 
de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de 
septiembre, FJ 3), y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actua-
ción (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el 
cumplimiento de la seguridad jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad que acaban de expo-
nerse demuestran que, en ningún caso, el presente decreto ley constituye un supuesto de uso abusivo o 
arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, 
FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones 
expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de 
mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Por todo ello, se considera que concurren los presupuestos necesarios de extraordinaria y urgente nece-
sidad requeridos en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que habilitan para la adopción 
de estas medidas mediante decreto ley. Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son 
las que conducen a que el presente instrumento normativo se erija en el instrumento del que dispone este 
Gobierno para dar respuesta, en tiempo, a una situación que requiere de una actuación inmediata, dando con 
ello cumplimiento a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, 
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y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

Debe señalarse también que este real decreto ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas 
del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, 
al régimen electoral, ni a las instituciones de la Junta de Andalucía.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalu-
cía, a propuesta del consejero de la Presidencia, Administración Pública e Interior, y del Consejero de Hacienda, 
Industria y Energía, de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su 
reunión celebrada el 22 de marzo de 2020,

DISPONGO

Artículo único. Modificación del Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y 
tributario al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia 
social, para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19).

El Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, 
de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), queda modificado como sigue:

UNO. Se modifica el artículo 9, que queda redactado como sigue:
«Artículo 9. Contratación de emergencia.
1. Podrán tener la consideración de contratos de emergencia, cumpliendo los requisitos del artículo 120 de 

la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, los contratos que se celebren para la adopción de cualquier tipo de medida directa o indi-
recta por parte de los órganos de contratación de la Administración de la Junta de Andalucía, sus entidades 
instrumentales y consorcios adscritos para hacer frente al COVID-19.

2. En estos casos, si fuera necesario realizar abonos a cuenta por actuaciones preparatorias a realizar 
por el contratista, no será de aplicación lo dispuesto respecto a las garantías en la mencionada Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, siendo el órgano de contratación quien determinará tal circunstancia en función de la 
naturaleza de la prestación a contratar y la posibilidad de satisfacer la necesidad por otras vías. De la justi-
ficación de la decisión adoptada deberá dejarse constancia en el expediente.

3. El libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los gastos que genere la adopción de 
medidas para la protección de la salud de las personas frente al COVID-19 se realizará a justificar, sin que 
sea de aplicación lo establecido respecto a las garantías en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. En casos 
debidamente justificados y excepcionales, previa autorización del titular de la Consejería competente en 
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su respectivo ámbito, los libramientos podrán alcanzar hasta el 100% del gasto. Dicha autorización deberá 
comunicarse de forma inmediata al titular de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía.

4. Lo dispuesto en el apartado 3 también será de aplicación a los encargos de ejecución regulados en el 
artículo 32 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.»

DOS. Se modifica la disposición transitoria única, que queda redactada como sigue:
«Disposición transitoria única. Contratación de emergencia.
1. Lo dispuesto en el artículo 9, relativo a la contratación de emergencia, será también de aplicación a 

las actuaciones y contratos cuya tramitación se hubiere iniciado con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Decreto Ley, cuando resulte necesario para hacer frente a la situación derivada de la incidencia 
del COVID-19.

2. No será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 34 de la Ley 9/1996, de 26 de diciem-
bre, por la que se aprueban medidas fiscales en materia de Hacienda Pública, contratación administrativa, 
patrimonio, función pública y asistencia jurídica a entidades de derecho público, a los contratos contemplados 
en el artículo 9.»

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este 
Decreto Ley.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.

Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de Hacienda para dictar 
las disposiciones que sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente Decreto Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor y vigencia.

El presente Decreto Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía y tendrá la vigencia que establece la disposición final tercera del Decreto Ley 3/2020, de 16 de marzo.

Sevilla, 22 de marzo de 2020. 
El presidente de la Junta de Andalucía, 

Juan Manuel Moreno Bonilla. 
El consejero de la Presidencia, 

Administración Pública e Interior, 
Elías Bendodo Benasayag.
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